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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

        SALA CIVIL – FAMILIA

Magistrado Ponente:
Fernán Camilo Valencia López
                        Pereira, veintiocho de septiembre de dos mil nueve

                        Acta No 503.

A las diez de la mañana del día de hoy, hora y fecha señaladas para celebrar la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil, en este proceso verbal de divorcio de matrimonio católico promovido por María Eugenia Parra Montoya en contra de Gilmar Herrera Solarte, los Magistrados Fernán Camilo Valencia López, Claudia María Arcila Ríos y Gonzalo Flórez Moreno que integran esta Sala Civil - Familia del Tribunal, en asocio de la Secretaria de la misma, declaran abierto el acto público. Como la etapa de alegaciones transcurre en silencio ante la ausencia de los representantes judiciales de las partes, se procede a resolver de mérito el grado jurisdiccional de consulta ordenado respecto de la sentencia que el pasado 5 de agosto profirió el Juzgado de Familia de Dosquebradas, de acuerdo con el proyecto de sentencia presentado por el Magistrado Ponente, que fue discutido y aprobado en sesión de que da cuenta el acta de la referencia.
ANTECEDENTES

En demanda presentada el 29 de octubre de 2008 solicitó la actora por medio de apoderado judicial decretar el divorcio del matrimonio católico que contrajo con el demandado; disponer que cada “uno de los cónyuges atenderá de manera individual a sus gastos personales y viviera donde a bien lo tenga” (sic); declarar disuelta la sociedad conyugal existente; ordenar la inscripción de la sentencia en los respectivos folios del registro civil y condenar en costas al demandado.
Como fundamento de estas pretensiones se expuso que las partes contrajeron nupcias por el ritual canónico el 19 de diciembre de 1998 en la Parroquia Nuestra Señora de las Angustias de Cali; que de la unión no hubo descendencia; que a la fecha demandante y demandado llevan más de dos años separados de cuerpos de hecho y que María Eugenia Parra Montoya “por motivos de trabajo y estudio viajo (sic) a Londres”.  
Por auto de 14 de abril de este año se admitió la demanda y se dispuso el emplazamiento del accionado con sujeción a lo previsto por el artículo 318 del Código de Procedimiento Civil. Como el citado no atendió el llamamiento edictal, se le designó un curador ad-litem que aceptó los hechos probados documentalmente y dijo atenerse a lo que resultara probado en el proceso.
En desarrollo de la audiencia ordenada por el artículo 430 ibídem se ordenaron las pruebas pedidas en la demanda y así se practicaron; se agotó la etapa de alegaciones y se dictó sentencia estimatoria de la pretensión divorcista.
Como en estos términos la decisión resultó adversa al demandado, quien estuvo ausente del proceso y representado por curador ad litem, se ordenó su consulta, la que ahora, desprovisto el proceso de vicios que pudieren invalidarlo total o parcialmente, se resuelve con apoyo en estas

CONSIDERACIONES

Primeramente se advierte que María Eugenia Parra Montoya y Gilmar Herrera Solarte, por su condición de cónyuges entre sí, calidad que acredita el registro civil de matrimonio que obra a folio 3 del cuaderno principal, están legitimados para enfrentarse en un proceso de esta naturaleza.  Y como los presupuestos procesales se advierten reunidos y no se avizora la presencia de nulidad que pudiera invalidar la actuación, procede resolver de mérito como se anunció.

El divorcio de matrimonio católico contraído entre ellos lo ha impetrado la actora con fundamento en la causal 8° que prevé el artículo 6° de la ley 25 de 1992, que modificó el 154 del Código Civil: “La separación de cuerpos, judicial o de hecho, que haya perdurado por más de dos años”.  

Y para probar los supuestos de hecho correspondientes, trajo al expediente las declaraciones de María Nelcy Duque Naranjo y Luz Mery Ortiz Pérez, las cuales dieron un testimonio similar. Manifestaron conocer a las partes desde hace aproximadamente tres años cuando llegaron a vivir al barrio Los Molinos del municipio de Dosquebradas. En cuanto a la separación de los cónyuges la señora Duque Naranjo dijo que el esposo abandonó el hogar “cuando llevaban como seis meses más o menos que se habían venido para acá” y que Sandra Milena Ladino Ramírez “se fue para Londres hace como dos años”. En ese sentido, la otra testigo alegó que como la pareja traía problemas desde hacia tiempo “de un momento a otro él se perdió [refiriéndose al demandado], no la volvió a llamar, nunca volvió a tener noticias de él, ni la familia ni nadie, ella preguntaba por él y nadie le daba razón”; que la última vez que vio al señor Parra Montoya fue “como en el 2006” y que la esposa abandonada viajó a la capital del Reino Unido hace dos años. Declaraciones de las cuales se concluye que las deponentes tuvieron conocimiento de las circunstancias en que se dio la separación de la pareja, pero, en cuanto al tiempo que pueden acreditar duró, se encuentra limitado por la fecha en que quien demanda emigró a Londres. Si la separación tuvo suceso más o menos dos años y medio antes de la fecha en que se practicó la prueba testimonial, y el viaje de la demandante dos, no pueden tener conocimiento directo de que el distanciamiento de hecho haya perdurado por más del bienio exigido legalmente para el éxito de la pretensión de divorcio. En estas circunstancias, cuando los declarantes no pueden dar fe cierta y directa de la real ocurrencia de los hechos alegados en la demanda, resulta innegable que su valor probatorio se resiente, al punto de que en ausencia de otros elementos de juicio que respalden idóneamente las alegaciones del libelo, las pretensiones planteadas se destinan al fracaso.

Lo anterior se afirma porque el valor probatorio de un testimonio no se deriva exclusivamente de que sus dichos respalden sin más los hechos que fundan las pretensiones y que  una determinada norma prevé como presupuesto para acceder a una declaración judicial.  Es indispensable analizar si se cumplen los requisitos que la doctrina ha señalado para su eficacia probatoria, siendo uno de ellos que la declaración contenga la llamada razón del dicho, aspecto sobre el cual el profesor Devis Echandía expone en su obra “Teoría General de la Prueba Judicial”:

“Se trata de las circunstancias de tiempo, modo y lugar que hagan verosímil el conocimiento de los hechos por el testigo y la ocurrencia del mismo hecho.

“Para la eficacia probatoria de dos o más testimonios, no basta que haya acuerdo en la manifestación de ser cierto o de que les consta el hecho objeto del interrogatorio,  o de su exposición espontánea, sino que es indispensable que todos expliquen cuándo, en qué lugar y de qué manera ocurrió el hecho y que haya también acuerdo en sus deposiciones sobre esas tres circunstancias, y, además, que expliquen cómo y por qué lo conocieron”.  (Tomo II.  5ª edición.  1981, pág. 122.)
Por eso, debe decirse que Sandra Milena Ladino Ramírez con los testimonios que allegó al proceso no satisfizo la carga de la prueba que le incumbía, y en consecuencia se revocara la sentencia dictada el 9 de junio de 2009 en este proceso por el Juzgado de Familia de Dosquebradas.
A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  REVOCA la sentencia dictada el 5 de agosto de 2009 en este proceso por el Juzgado de Familia de Dosquebradas y en su lugar DENIEGA las pretensiones del libelo.

Sin costas.

La decisión se notifica en estrados, y como no es otro el objeto de la diligencia, la audiencia se declara cerrada y la presente acta es leída, aprobada y firmada por los que en ella intervinieron.

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López
Claudia María Arcila Ríos


  Gonzalo Flórez Moreno

La Secretaria,

María Clemencia Correa Martínez
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